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Accionante: Luis Ángel Marín López

Accionado: Colpensiones

Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CUMPLIMIENTO DE FALLO JUDICIAL / PROCEDE LA TUTELA SI LA OBLIGACIÓN ES DE HACER / PARA OBLIGACIONES DE DAR DEBE ACUDIRSE AL PROCESO EJECUTIVO / SALVO QUE SE TRATE DE PRECAVER UN PERJUICIO IRREMEDIABLE / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD.
… es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ad portas de sufrir un perjuicio irremediable. (…)
El asunto que ocupa la atención de esta Corporación se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel, que negó el amparo a los derechos reclamados, al precisar que el accionante cuenta con otro medio de defensa judicial para lograr el cumplimiento de lo ordenado en sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda…
… la Corte Constitucional se ha pronunciado a nivel de su jurisprudencia, para plantear los tres requisitos que deben ser verificados por el Juez de tutela al momento de determinar la procedencia de ordenar por esta vía el cumplimiento de una sentencia judicial.

“Finalmente, se concluye en este punto que la acción de tutela procede de manera excepcional para solicitar el cumplimiento de providencias judiciales en firme cuando (i) la autoridad encargada de ejecutar el fallo se niega a hacerlo, (ii) el no cumplimiento vulnera directamente el derecho fundamental del actor y (iii) cuando se está ante una obligación de hacer, o, de dar cuando el mecanismo ordinario carece de idoneidad y no resulta efectivo para la protección del derecho fundamental.” (…)
Así las cosas, encuentra la Sala que el mecanismo ordinario para hacer efectiva una sentencia judicial donde existe una obligación de dar, y quien debe cumplirla es una entidad pública, el mecanismo idóneo para lograr su materialización… es el ejecutivo ordinario…

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]Repiiblica de Colombia
Corte Suprema de Justicia

Sala de Casacion Penal




TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL 

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, cinco (05) de mayo de dos mil veinte (2020)  

Hora: 4:00 p.m. 
Aprobado por Acta No. 368

	Radicación:                      
	660013107001 2020 00010 01

	Procedencia:                      
	Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira

	Accionante:                      
	Luis Ángel Marín López

	Apoderado: 
	Dr. Francisco Javier Duque Ocampo 

	Accionado:
	Colpensiones


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del profesional del derecho, Dr. Francisco Javier Duque Ocampo, apoderado del señor LUIS ÁNGEL MARÍN LÓPEZ, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira en las calendas del 17 de marzo de 2020, mediante la cual declaró improcedente la solicitud de amparo constitucional invocada por el recurrente en contra de COLPENSIONES. 

ANTECEDENTES:

El señor Luis Ángel Marín López acudió al presente mecanismo constitucional de amparo, por intermedio de apoderado, invocando la protección de sus derechos fundamentales a la seguridad social, igualdad, dignidad humana, mínimo vital y debido proceso, entre otros, los cuales considera quebrantados por parte de Colpensiones. 

Los hechos narrados en el libelo, en suma, se contraen a afirmar que mediante sentencia de segunda instancia del 7 de julio de 2017, en una Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda le ordenó a Colpensiones que reliquidara la pensión de vejez del señor Luis Ángel Marín López, teniendo en cuenta para ello el promedio salarial del último año de servicios. Sin embargo, mediante Resolución SUB 115614 del 14 de mayo de 2019 dio cumplimiento tan solo parcial a dicho proveído, dado que solo tuvo en cuenta una parte de los factores salariales del último año de servicios, omitiendo la bonificación quinquenal, la bonificación de recreación, la prima de navidad y la prima de vacaciones completa. 
Informó también que el señor Marín López venía recibiendo la mesada 14, por devengar menos de 3 salarios mínimos legales mensuales vigentes, no obstante, con dicha resolución le suspendió de manera unilateral el pago de dicha mesada, descontándole todas las que por dicho concepto le había girado. Por ello, mediante oficio del 28 de mayo de 2019 le solicitó a Colpensiones el restablecimiento y pago de la mesada 14. 
A pesar de lo anterior, Colpensiones decidió mediante Resolución SUB 170429 de 2019 negar dicha solicitud, argumentando que ya había dado cumplimiento total al aludido fallo judicial. 

El 13 de agosto de 2019 se radicó ante Colpensiones un nuevo escrito pidiendo que se diera cumplimiento integral al fallo del Tribunal, teniendo en cuenta el total de los factores salariales devengados por el señor Luis Ángel en el último año de servicios, pero Colpensiones dio respuesta mediante Resolución SUB 305805 del 7 de noviembre de 2019 negando sus pretensiones y argumentando que el fallo judicial había hecho tránsito a cosa juzgada. En contra de esa decisión se interpusieron los recursos ordinarios de la vía gubernativa, pero la encartada se mantuvo firme en su postura.  
Puntualizó el accionante que ha recurrido a todos los mecanismos judiciales y administrativos para salir avante en sus pretensiones, no quedándole una alternativa diferente que la de promover la presente acción constitucional.
Por ende, el accionante pidió que se le ordene a Colpensiones que procesa de inmediato a dar total cumplimiento al fallo judicial emitido por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda. Y como pretensión subsidiaria, pidió que se le ordene a Colpensiones el restablecimiento de la mesada 14 en favor de señor Marín López. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Despacho de instancia admitió la petición de amparo interpuesta mediante auto del 4 de marzo de 2020, en el que ordenó la notificación a Colpensiones en la forma indicada en la ley; y al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 17 de marzo de 2020 declarar la improcedencia de la solicitud de amparo invocada, al puntualizar que al accionante le asisten otros medios de defensa judicial para reclamar el cumplimiento de la sentencia, específicamente ante la autoridad jurisdiccional que conoció de la acción contencioso administrativa por lo que no se encuentra acreditado el presupuesto de subsidiariedad que orienta a la acción de tutela, especialmente porque no se entrevió la condición de vulnerabilidad manifiesta del titular de los derechos, quien actualmente percibe su mesada pensional, de allí que se pueda afirmar que cuenta con los ingresos mínimos para cubrir sus necesidades básicas. Además, puntualizó que Colpensiones ha contestado de manera diligente cada una de las solicitudes que el accionante ha promovido ante esa entidad. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la decisión de instancia, el representante judicial del señor Marín López, presentó escrito de impugnación en el cual señaló que no se encontraba conforme con los argumentos de la Juez falladora, pues en la sentencia no se tuvo en consideración que él ya agotó la vía ordinaria, y que la presente solicitud de amparo precisamente está encaminada en obtener cabal cumplimiento de lo decidido en la sentencia ordinaria ya dictada en favor de los intereses de su representado, pues si bien es cierto Colpensiones dio cumplimiento a dicho proveído, también lo es que no lo hizo en su totalidad. 
Resaltó el recurrente que él radicó múltiples solicitudes para que la encartada diera cumplimento íntegro a la sentencia de marras, pero ésta solo se limitó a contestar que ya había cumplido con lo suyo, según lo ordenado. 

Por otro lado, mencionó que la Corte Constitucional ha dicho que mediante una acción de tutela se puede hacer cumplir una sentencia judicial y obligar a la Nación a indemnizar y cancelar obligaciones laborales cuando es condenada por fallas de la administración pública. 
En suma, pidió que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar acceder a las pretensiones formuladas al inicio. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico:  

Le corresponde determinar a esta Corporación si Colpensiones ha vulnerado en forma alguna los derechos fundamentales señalados por el apoderado del actor, de manera que deba revocarse o modificarse el fallo de instancia, por encontrarse que es procedente la reclamación del cumplimiento de una sentencia judicial por esta vía, o si por el contrario, la decisión revisada se encuentra ajustada a derecho y por ello merece su ratificación. 

3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ad portas de sufrir un perjuicio irremediable.

En consecuencia, siempre es necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez Constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.

Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales. De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que la amenaza está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 

En ese orden de ideas, el juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados…”.

La acción de tutela no es por tanto un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Quiere ello decir que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo sus pretensiones en sede Constitucional. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel, que negó el amparo a los derechos reclamados, al precisar que el accionante cuenta con otro medio de defensa judicial para lograr el cumplimiento de lo ordenado en sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, en su rol de Ad Quem de una Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, toda vez que su mínimo vital no está vulnerado, de allí que no pueda inferirse que se encuentra imposibilitado para esperar los resultados de un proceso ordinario ejecutivo. 
La Sala parte de la consideración de que en efecto, el cumplimiento de lo ordenado mediante una sentencia, se entiende como una más de las manifestaciones de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, consagrado en los artículos 29 y 229 de la Constitución Política.  A pesar de ello, no siempre es posible que por vía de tutela se le ordene a un particular o a una entidad pública cumplir con lo ordenado en una decisión judicial, pues en cada caso se debe entrar a verificar no solo la afectación de los derechos atrás mencionados, sino también, que los mecanismos judiciales ordinarios que tiene el accionante resulten inútiles o ineficaces en el caso concreto. 
Es por ello que la Corte Constitucional se ha pronunciado a nivel de su jurisprudencia, para plantear los tres requisitos que deben ser verificados por el Juez de tutela al momento de determinar la procedencia de ordenar por esta vía el cumplimiento de una sentencia judicial.

“Finalmente, se concluye en este punto que la acción de tutela procede de manera excepcional para solicitar el cumplimiento de providencias judiciales en firme cuando (i) la autoridad encargada de ejecutar el fallo se niega a hacerlo, (ii) el no cumplimiento vulnera directamente el derecho fundamental del actor y (iii) cuando se está ante una obligación de hacer, o, de dar cuando el mecanismo ordinario carece de idoneidad y no resulta efectivo para la protección del derecho fundamental.” 

De acuerdo con la anterior cita jurisprudencial, existen dos clases de obligaciones a cumplir a partir de una decisión judicial: las obligaciones de hacer y las de dar, Vrg. cuando en virtud de un proceso se ordena el reintegro de un trabajador, se hace referencia a las obligaciones u órdenes de hacer, mientras que las de dar están relacionadas con la entrega o pago de dineros u otras especies. Respecto a estás últimas, y específicamente respecto a la posibilidad de lograr su materialización vía constitucional, se ha dicho por el Órgano de Cierre lo siguiente:
“En relación con la procedencia de la acción de tutela para exigir el cumplimiento de providencias judiciales ejecutoriadas, esta Corte ha indicado, de manera general, que cuando lo ordenado en la providencia incumplida verse sobre una obligación de dar, debe el juez de tutela asegurarse que no exista otro mecanismo que asegure el cumplimiento, o que se esté en presencia de un perjuicio irremediable; al respecto en sentencia de T-830 de agosto 11 de 2005, M. P. Alfredo Beltrán Sierra, se precisó:

 
“Solo ante la inoperancia de un mecanismo de carácter legal mediante el cual puedan garantizarse en debida forma los derechos, puede instaurarse la acción de tutela para la defensa de los derechos que se estimen vulnerados. Desde este tópico, y en cuanto al cumplimiento de sentencias en materia laboral, la Corte Constitucional ha mencionado, no obstante que la acción de tutela es improcedente cuando se trata de exigir el pago de una suma de dinero reconocida por una sentencia. En igual sentido se ha pronunciado esta Corte en las sentencias T-403 de 1996, T-395 de 2001, T-342 de 2002, T-1686 de 2000. En la Sentencia T-599 de 2004, se expresó que la acción de tutela entonces no es admisible cuando se trata de una obligación de dar, porque para estos casos el instrumento idóneo de carácter ordinario es el proceso ejecutivo. Una excepcionalidad a las sentencias de dar la constituye la sentencia T-631 de 2003, en tanto con la omisión se vulneren los derechos fundamentales, se vulnera el mínimo vital y la acción ejecutiva no sea idónea para la protección de los derechos. Esta circunstancia constituye una excepción a la regla según la cual la tutela es improcedente si persigue el cumplimiento de sentencias que generan obligaciones de dar. La Corte ha considerado que si se afectan otros derechos fundamentales como el mínimo vital, la dignidad humana y la integridad física, es procedente que mediante este mecanismo residual y subsidiario se ordene que el derecho debidamente reconocido se ejecute…”.
 
Así las cosas, encuentra la Sala que el mecanismo ordinario para hacer efectiva una sentencia judicial donde existe una obligación de dar, y quien debe cumplirla es una entidad pública, el mecanismo idóneo para lograr su materialización cuando la entidad es renuente a su cumplimiento, es el ejecutivo ordinario:
“ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, constituyen título ejecutivo:

1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas dinerarias.

2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, en las que las entidades públicas queden obligadas al pago de sumas de dinero en forma clara, expresa y exigible. (…)”

“ARTÍCULO 298. PROCEDIMIENTO. En los casos a que se refiere el numeral 1 del artículo anterior, si transcurrido un (1) año desde la ejecutoria de la sentencia condenatoria o de la fecha que ella señale, esta no se ha pagado, sin excepción alguna el juez que la profirió ordenará su cumplimiento inmediato.

En los casos a que se refiere el numeral 2 del artículo anterior, la orden de cumplimiento se emitirá transcurridos seis (6) meses desde la firmeza de la decisión o desde la fecha que en ella se señale, bajo las mismas condiciones y consecuencias establecidas para las sentencias como título ejecutivo. El juez competente en estos eventos se determinará de acuerdo con los factores territoriales y de cuantía establecidos en este Código.”

Compaginando lo dicho hasta ahora con los planteamientos del recurrente, la Sala concluye que no le asiste razón a este último en sus reproches, porque como bien lo indicó la Juez de instancia, el titular de los derechos reclamados viene recibiendo mensualmente una mesada pensional que le asegura su subsistencia, entonces, no se logró acreditar en esta oportunidad que el comportamiento asumido por Colpensiones esté generando un perjuicio irremediable que ponga en peligro los intereses superiores del señor Luis Ángel, que hagan ineficaz el esperar acudir a la vía judicial para realizar el cobro ejecutivo de la obligación. 
De acuerdo con lo anterior, encuentra este Juez Colegiado que no existe mérito suficiente para dar aplicación a las reglas de excepción, dispuestas jurisprudencialmente, para determinar la procedencia de la tutela para ordenar el cumplimiento de una sentencia judicial.
Así las cosas, la decisión adoptada por el Juzgado de primera instancia, en cuanto a que la tutela en el presente asunto no es procedente para lograr el cumplimiento de la sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, fue acertada y ajustada a derecho, razón por la cual se le habrá de impartir el aval correspondiente.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la acción de tutela promovida por el señor LUIS ÁNGEL MARÍN LÓPEZ, por medio de apoderado, en contra de COLPENSIONES.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.


� Corte Constitucional, sentencia T-440 de 2010, M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


� Corte Constitucional, sentencia T-719 de 2010, M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla.
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